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RECURSO 150/2026 
RESOLUCIÓN 176/2026 
 
 
Resolución 176/2026, de 23 de julio, del Tribunal Administrativo de 
Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se desestima el 
recurso especial en materia de contratación interpuesto por Siemens 
Healthcare, S.L.U. contra la adjudicación del contrato de servicio de 
mantenimiento integral, a todo riesgo, de los equipos de alta 
tecnología de la marca Siemens, instalados en el Complejo 
Asistencial Universitario de León (expediente 3301-331-1-2026-
16623). 
 
 

I 
ANTECEDENTES 

 
Primero.- Por resolución del director gerente del Complejo Asistencial 

Universitario de León de 26 de mayo de 2026, se adjudica a Proser Sistemas 
Médicos, S.L. el contrato de servicio de mantenimiento integral, a todo riesgo, 
de los equipos de alta tecnología de la marca Siemens, instalados en el 
Complejo Asistencial Universitario de León (expediente 3301-331-1-2026-
16623). 

 
Esta resolución se publica en la Plataforma de Contratación del Sector 

Público el mismo día. 
 

Segundo.- El 16 de junio de 2026, Siemens Healthcare, S.L.U., 
representada por Dña. yyy, interpone un recurso especial en materia de 
contratación en el que insta que se declare la nulidad de la adjudicación del 
contrato y se retrotraigan las actuaciones para que el órgano de contratación 
acuerde la exclusión de la oferta de Proser Sistemas Médicos, S.L. y la 
adjudicación del contrato a favor de Siemens Healthcare, S.L.U. en tanto que 
su oferta es la segunda mejor clasificada. 

 
En esencia, la recurrente funda su pretensión en el incumplimiento por 

parte del adjudicatario de la solvencia técnica mínima y del pliego de 
prescripciones técnicas (PPT), así como en la deficiente evaluación de 
determinados criterios sometidos a juicio de valor. 
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Subsidiariamente, para el caso de que no se anule la resolución 
impugnada por las causas anteriores solicita que, conforme al artículo 52.3 de 
la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (LCSP), se 
le conceda acceso al expediente de contratación con carácter previo al trámite 
de alegaciones a fin de que se le permita completar el recurso, en atención a 
toda la documentación de Proser Sistemas Médicos, S.L. a la que no ha podido 
acceder, pues indica que solo se pusieron a su disposición la portada y el índice 
de la oferta de esta licitadora, “de manera que no le ha sido posible comprobar 
si PROSER cumple todos los requisitos establecidos en el PPT ni si se ha 
aportado toda la documentación exigida en los Pliegos, con las consiguientes 
limitaciones a la hora de formular el presente recurso”. 
 

Tercero.- Se han recibido en este Tribunal el expediente y el informe 
del órgano de contratación de 22 de junio de 2026, que se opone a la 
estimación del recurso y da cuenta del acceso que concedió sobre la oferta de 
la adjudicataria el 2 de junio de 2026 y del nuevo acceso a conceder 
posteriormente, el 1 de julio de 2026, sobre la documentación relativa a la 
acreditación de la solvencia exigida en el pliego de cláusulas administrativas 
particulares (PCAP).  

 
Cuarto.- Conferido traslado del recurso al resto de licitadores el 9 de 

julio, la adjudicataria presenta el 14 de julio alegaciones en las que, por las 
consideraciones que expone, solicita la desestimación del recurso. 

 
Quinto.- Tras el acceso al expediente concedido por el órgano de 

contratación el 1 de julio, el 9 de julio la recurrente presenta alegaciones 
complementarias en las que reitera sus pretensiones principal y subsidiaria.  

 
Sobre estas alegaciones (presentadas tras haber dado traslado del 

recurso al resto de licitadores) no se ha solicitado informe complementario al 
órgano de contratación ni se ha dado nuevo traslado al resto de licitadores, ya 
que se limitan a reiterar los argumentos del recurso. 

 
 

II 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
1º.- La competencia para resolver el presente recurso corresponde al 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, en virtud 
de lo dispuesto en los artículos 46.1 de la LCSP y 59 de la Ley 1/2012, de 28 
de febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 
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2º.- Se acredita en el expediente la legitimación de la recurrente para 
interponer el recurso especial y su representación, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 48 de la LCSP.  

 
El recurso se ha interpuesto frente al acuerdo de adjudicación de un 

contrato de servicios, cuyo valor estimado (1.781.648,42 euros) es superior a 
100.000 euros, susceptible, por tanto, de recurso especial en materia de 
contratación, conforme al artículo 44.1.a) y 2.c) de la LCSP.  

 
El recurso contra la adjudicación se ha presentado en el plazo previsto 

en el artículo 50.1.d) de la LCSP. 
 
3º.- A la vista de la pretensión articulada, la solución del recurso exige 

determinar si la adjudicación del contrato se ajusta al régimen jurídico de la 
contratación del sector público contenido en la LCSP y normativa de desarrollo, 
y en especial, al PCAP y al PPT que constituyen la ley del contrato, tal como 
viene afirmando reiteradamente nuestra jurisprudencia. 

 
A este respecto conviene recordar que los pliegos que elabora la 

Administración y acepta expresamente el licitador al hacer su proposición 
constituyen la ley del contrato y vinculan tanto a la Administración contratante 
como a los participantes en la licitación. 

 
La vinculación supone que no es posible alterar unilateralmente las 

cláusulas contenidas en los pliegos, por lo tanto, la Administración debe 
efectuar la valoración de los productos ofertados por los licitadores conforme 
a los criterios recogidos en aquéllos. Respecto de los licitadores, la vinculación 
determina que deben cumplir las condiciones previamente establecidas en los 
pliegos. En este sentido, el artículo 139.1 de la LCSP dispone que “Las 
proposiciones de los interesados deberán ajustarse a los pliegos y 
documentación que rigen la licitación, y su presentación supone la aceptación 
incondicionada por el empresario del contenido de la totalidad de sus cláusulas 
o condiciones, sin salvedad o reserva alguna, así como la autorización a la 
mesa y al órgano de contratación para consultar los datos recogidos en el 
Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público o en 
las listas oficiales de operadores económicos de un Estado miembro de la 
Unión Europea”.  
 

Junto a ello, sobre la valoración técnica de las ofertas presentadas por 
los licitadores y su enjuiciamiento y control por los tribunales, conviene 
recordar que la jurisprudencia del Tribunal Supremo ha señalado, de manera 
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reiterada, que la Administración goza de discrecionalidad técnica en la 
ponderación de criterios evaluables en función de juicios de valor; por lo que, 
al tratarse de cuestiones que se evalúan aplicando criterios estrictamente 
técnicos, el Tribunal no puede corregirlos aplicando criterios jurídicos. Resulta 
manifiesto que este Tribunal carece de la suficiente formación para entrar en 
consideraciones estrictamente técnicas. Ello no obsta para que este Tribunal 
pueda analizar tal valoración, pero tal examen debe quedar circunscrito a sus 
aspectos formales, tales como normas de competencia o procedimiento, la 
vigilancia de que en la valoración no se hayan aplicado criterios arbitrarios o 
discriminatorios o que no se haya incurrido en error material. 

 
La sentencia del Tribunal Supremo de 14 de julio de 2000 señala que la 

“discrecionalidad técnica reduce las posibilidades del control de dicha actividad 
evaluadora, que prácticamente estarán constituidas por estos dos básicos 
supuestos: el de la inobservancia de los elementos reglados -cuando éstos 
existan-, y el del error ostensible o manifiesto; y, consiguientemente, deja 
fuera de ese limitado control posible a aquellas pretensiones de los interesados 
que solo postulen una evaluación alternativa a la del órgano calificador, pero 
moviéndose también dentro de ese aceptado espacio de libre apreciación, y 
no estén sustentadas con un posible error manifiesto”. 

 
Por su parte, la sentencia del Tribunal Supremo de 24 de julio de 2012, 

entre otras, declara que “la discrecionalidad técnica expresada conduce a 
partir de una presunción de certeza o de razonabilidad de la actuación 
administrativa, apoyada en la especialización y la imparcialidad de los órganos 
establecidos para realizar la calificación. De modo que dicha presunción iuris 
tantum sólo puede desvirtuarse si se acredita la infracción o el desconocimiento 
del proceder razonable que se presume en el órgano calificador, bien por 
desviación de poder, arbitrariedad o ausencia de toda posible justificación del 
criterio adoptado, entre otros motivos, por fundarse en patente error, 
debidamente acreditado por la parte que lo alega. Por ello, la discrecionalidad 
técnica reduce las posibilidades de control jurisdiccional sobre la actividad 
evaluadora de los órganos de la Administración prácticamente a los supuestos 
de inobservancia de los elementos reglados del ejercicio de la potestad 
administrativa y de error ostensible o manifiesto, quedando fuera de ese 
limitado control aquellas pretensiones de los interesados que sólo postulen 
una evaluación alternativa a la del órgano calificador, moviéndose dentro del 
aceptado espacio de libre apreciación, y no estén sustentadas con un posible 
error manifiesto”. 
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Todo ello en el bien entendido de que, como refiere la sentencia de la 
Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo de 10 de mayo de 
2017 (Rec. 2504/2015) “la discrecionalidad técnica de la que, ciertamente, 
están dotados los órganos de contratación para resolver cuál es la oferta más 
ventajosa no ampara cualquier decisión que pretenda fundarse en ella ni se 
proyecta sobre todos los elementos en cuya virtud deba producirse la 
adjudicación. Jugará, por el contrario, solamente en aquellos que, por su 
naturaleza, requieran un juicio propiamente técnico para el cual sean 
necesarios conocimientos especializados”. 
 

La doctrina de la discrecionalidad técnica se ha acogido plenamente por 
los tribunales administrativos de recursos contractuales. Como señalan, por 
todas, las resoluciones 135/2021, de 23 de septiembre, 82/2022, de 9 de junio, 
o 39/2023, de 16 de marzo, de este Tribunal, “Ello supone que, al tratarse de 
aspectos que se evalúan con criterios estrictamente técnicos, el Tribunal no 
puede corregirlos aplicando criterios jurídicos, sin perjuicio de que puedan ser 
objeto de análisis cuestiones como las antes apuntadas (aspectos formales de 
la valoración -como las normas de competencia o de procedimiento, por 
ejemplo; que en la valoración no se hayan aplicado criterios arbitrarios o 
discriminatorios; o que se haya incurrido en omisión o error material al 
efectuarla). Fuera de estos aspectos, el Tribunal debe respetar los resultados 
de dicha valoración”.  
 

4º.- Expuesto lo anterior, en primer término, la recurrente funda la 
pretensión de anulación de la adjudicación en el incumplimiento de la cláusula 
2.5.1.1.2 del PCAP, pues “PROSER no habría aportado nada en su oferta 
respecto a su solvencia técnica a la espera de que fuese requerido para ello 
en el trámite previsto en el artículo 150.2 de la LCSP para el caso de que fuese 
propuesta como adjudicataria del contrato, tal y como ha sucedido en la 
realidad”. 

 
A este respecto, hay que considerar que la cláusula 2.5.1.1 del PCAP, 

“Documentación administrativa general”, distingue en la cláusula 2.5.1.1.1 la 
“Documentación a presentar en el sobre de documentación administrativa 
general” y en la cláusula 2.5.1.1.2 la “Documentación acreditativa del 
cumplimiento de las condiciones establecidas para ser adjudicatario del 
contrato”. En esta última se indica que “La presentación de la Declaración 
responsable del ANEXO 1 no impide que el órgano de contratación, en orden 
a garantizar el buen fin del procedimiento, pueda exigir en cualquier momento 
anterior a la adopción de la propuesta de adjudicación, que los licitadores 
aporten la documentación que acredite el cumplimiento de las condiciones 
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establecidas para ser adjudicatario del contrato, que se concreta en los 
siguientes documentos”, entre ellos, el de su apartado C), que se refiere a la 
“Acreditación de la solvencia económica o financiera y técnica o profesional”, 
señalando que “Los documentos indicados en el apartado 14 del Cuadro de 
Características y en el anuncio de licitación, de entre los reseñados en los 
artículos 87 y 89 de la LCSP, que acrediten la solvencia económica y financiera 
y técnica o profesional”. 

 
Sin perjuicio de la posibilidad que concede la cláusula 2.5.1.1.2, la 

cláusula 3.2.3 del PCAP, sobre “Presentación de documentación previa a la 
adjudicación”, indica que “1º. Los servicios del órgano de contratación, de 
conformidad con el artículo 150.2 del LCSP, requerirá al licitador que haya 
presentado la mejor oferta, para que dentro del plazo de 10 días hábiles, a 
contar desde el día siguiente a aquel en que hubiera recibido el requerimiento, 
tanto del licitador como de aquellas otras empresas a cuyas capacidades se 
haya podido recurrir la siguiente documentación: 

 
»A) En el caso de no haberse solicitado con anterioridad, el 

licitador a cuyo favor recaiga la propuesta de adjudicación, deberá presentar, 
previamente a la adjudicación del contrato, la posesión y validez de la 
documentación indicada en el apartado 2.5.1.1.2 de este pliego, así como 
cualquier otro documento que, en su caso, le sea requerido para acreditar la 
aptitud para realizar las prestaciones que constituyan el objeto del contrato. 
(…)”. 

 
De acuerdo con ello, debe descartarse la alegación de la recurrente, 

puesto que, como resulta del expediente remitido, la adjudicataria propuesta 
procedió a acreditar la solvencia exigida de acuerdo con lo establecido en el 
apartado 14 del cuadro de características incorporado al PCAP. 

 
Así lo corrobora el informe al recurso del órgano de contratación, 

cuando indica sobre esta cuestión que “La solvencia técnica queda acreditada 
conforme a lo establecido en el apartado 14.2 del PCAP:  

 
»`Una relación de los principales servicios o trabajos 

realizados de igual o similar naturaleza que los que constituyen el objeto del 
contrato en el curso de, como máximo los tres últimos años, en la que se indique 
el importe, la fecha y el destinatario, público o privado de los mismos. Los 
servicios o trabajos efectuados se acreditarán mediante certificados expedidos 
o visados por el órgano competente, cuando el destinatario sea una entidad 
del sector público; cuando el destinatario sea un sujeto privado, mediante un 
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certificado expedido por este o, a falta de este certificado, mediante una 
declaración del empresario acompañado de los documentos obrantes en poder 
del mismo que acrediten la realización de la prestación; en su caso, estos 
certificados serán comunicados directamente al órgano de contratación por la 
autoridad competente.  

 
»El importe anual que el empresario deberá acreditar como 

adecuado durante el año de mayor ejecución del período citado, debe ser igual 
o superior a 346.431,64 € (excluido el IVA), en servicios de igual o similar 
naturaleza que los que constituyen el objeto del contrato, tomando como 
criterio de correspondencia entre los servicios ejecutados por el empresario y 
los que constituyen el objeto del contrato la pertenencia al mismo subgrupo 
de clasificación, y en caso contrario la igualdad entre los tres primeros dígitos 
de los respectivos CPV´.  

 
»En aplicación de lo previsto en el artículo 150.2 de la LCSP, los 

servicios del órgano de contratación requirieron al licitador PROSER, propuesto 
como adjudicatario, para que, dentro del plazo de diez días hábiles desde la 
notificación efectuada el 19 de mayo de 2026, aportara la documentación 
acreditativa de su solvencia técnica. Dicho requerimiento fue debidamente 
atendido, presentándose la documentación exigida en tiempo y forma, tal y 
como consta en el expediente administrativo y en el correspondiente sobre de 
documentación remitido a ese Tribunal.  

 
»Por tanto, la acreditación de la solvencia técnica se ha realizado 

conforme al procedimiento legalmente establecido, sin que pueda apreciarse 
incumplimiento alguno por parte de la adjudicataria.  

 
»En consecuencia, a la vista de la documentación obrante en el 

expediente, debe concluirse que PROSER cumple con los requisitos de solvencia 
técnica exigidos en el PCAP, por lo que procede desestimar íntegramente la 
presente alegación”.  

 
5º.- En segundo lugar, se interesa la nulidad de la adjudicación por 

considerar que la oferta del adjudicatario incumple la cláusula 4.7 del PPT, que 
exige que el horario de cobertura de la prestación del servicio se extienda 
como mínimo desde las 08:00 horas hasta las 17:30 horas de lunes a viernes 
con exclusión de los días festivos. Señala, sin embargo, que en el informe de 
valoración de las ofertas técnicas se indica, respecto a la oferta de Proser 
Sistemas Médicos, S.L., que el horario de atención será de 7:00 a 16:00 horas 
por lo que dicha oferta incumpliría el PPT. 
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Frente a esta alegación, el informe técnico de 11 de mayo de 2026 
emitido sobre las ofertas técnicas señala que “Las empresas que presentan 
oferta cumplen con las especificaciones mínimas exigidas en el pliego de 
prescripciones técnicas”. 

 
Es a propósito de la valoración del criterio de juicio de valor “2. 

mantenimiento correctivo: hasta 5 puntos” y, en particular, del subcriterio 2.1 
“Procedimientos de comunicación y actuación ante averías. Se valorará el 
diagrama de flujo (Hasta 2 puntos)”, donde el citado informe técnico de 11 de 
mayo de 2026 señala lo siguiente:  

 
“La empresa SIEMENS S.A presenta un procedimiento de 

comunicación a través de un Centro de Atención al cliente de 8:00 – 22:00 de 
lunes a domingo. No explica con detalle el funcionamiento de este centro. 
Presenta un diagrama de flujo muy escueto sin detallar dentro de una 
incidencia cada uno de los procesos Puntuación: 1 punto  

 
»La empresa PROSER SISTEMAS MEDICOS S.L presenta un 

procedimiento de comunicación y actuación inmediato en horario de 07:00 – 
16:00 a través de la presencia física de un ingeniero en el hospital en ese 
horario. Además, pone a disposición del Hospital un centro de recepción de 
avisos 24h que será el encargado de coordinar las actuaciones correctivas en 
el hospital. Así mismo expone un diagrama de flujo ordenado y detallado de 
cada uno de los posibles supuestos de incidencias sujetas a una intervención 
correctiva. Puntuación: 2 puntos”. 

 
El “Mantenimiento correctivo”, según la cláusula 4.2 del PPT, “Incluirá 

todas aquellas operaciones de mantenimiento necesarias para corregir en los 
plazos más exiguos posibles las averías que se produzcan en los equipos. 
Incluyendo todas aquellas que se consideren necesarias para asegurar el estado 
de conservación y funcionamiento de los equipos, así como la sustitución de 
los materiales que fueran precisos y los gastos derivados de mano de obra y 
de desplazamiento. 

 
»El mantenimiento correctivo incluye las siguientes actividades: 
 

»Verificación del estado del equipo. 
 
»Test de diagnóstico. 
 
»Análisis de la avería. 
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»Análisis de la solución. 
 
»Implementación de la solución. 
 
»Realización de pruebas del sistema. 
 
»Verificación final. 
 
»Documentación de la intervención”. 

 
Por su parte, con ámbito más amplio, la cláusula 4.7 del PPT se refiere 

al “Horario de cobertura”, sobre el que indica que “La prestación normal del 
servicio se efectuará en un horario mínimo de cobertura de las 08:00 horas 
hasta las 17:30 de lunes a viernes con exclusión de los días de festivos oficiales 
reconocidos en la autonomía de Castilla y León, excluido los de carácter local. 
Cuando por la actividad del servicio sea necesario realizar trabajos fuera de 
los horarios reflejados en el punto anterior, estos se realizarán sin cargo alguno 
para el Complejo Asistencial Universitario de León. 

 
»Disponibilidad de un centro de llamadas 24 horas. Cubriendo la 

totalidad de 24 horas de atención de incidencias”. 
 
A su vez, la cláusula 4.8 del PPT se ocupa del “Tiempo de respuesta”, 

en el sentido de que “El tiempo de respuesta a la prestación de un servicio con 
presencia física de un técnico cualificado, deberá ser el mínimo posible para 
todos los equipos y en ningún caso deberá ser superior a 48 horas desde la 
llamada del Centro en el horario de cobertura descrito en el punto anterior”. 

 
El informe al recurso del órgano de contratación de 22 de junio de 2026 

subraya el diferente ámbito de tales cláusulas y sostiene que el recurso realiza 
una lectura parcial del informe técnico.  

 
Señala al respecto, que “La conclusión de SIEMENS es errónea porque 

confunde conceptos distintos: horario de presencia física de un ingeniero en 
el hospital, horario de cobertura ordinaria del servicio y disponibilidad de 
atención de incidencias durante 24 horas.  

 
»El apartado 4.7 del PPT fija un ‘horario mínimo de cobertura de 

las 08:00 horas hasta las 17:30 de lunes a viernes’ y exige, además, la 
‘disponibilidad de un centro de llamadas 24 horas, cubriendo la totalidad de 
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24 horas de atención de incidencias’. El apartado 4.8 del PPT añade que el 
‘tiempo de respuesta… con presencia física de un técnico cualificado… no 
podrá ser superior a 48 horas desde la llamada del Centro en el horario de 
cobertura’.  

 
»De esta redacción se desprende que el pliego diferencia entre 

cobertura del servicio, disponibilidad del centro de llamadas 24 horas y 
presencia física, que opera como modalidad de respuesta. Por ello, la mención 
a presencia física de un ingeniero en el hospital de 07:00 a 16:00 constituye 
un elemento organizativo adicional, que no equivale por sí solo a limitar la 
cobertura del servicio ni permite concluir un incumplimiento del horario mínimo 
de cobertura del apartado del PPT.  

 
»2. La presencia física de 07:00 a 16:00 es una prestación 

reforzada, no una restricción de cobertura.  
 
»El informe técnico debe interpretarse de forma completa y 

razonable. Cuando se indica que PROSER ofrece presencia física de un ingeniero 
en el hospital de 07:00 a 16:00 horas, se está describiendo un elemento que 
favorece la organización: la existencia de un ingeniero incorporado al proyecto 
en el centro durante una franja diaria relevante. Esa presencia permite una 
respuesta inmediata ante incidencias, una coordinación directa con los servicios 
hospitalarios y una gestión más ágil de actuaciones preventivas y correctivas.  

 
»La oferta debe valorarse en su conjunto. La cobertura del servicio 

no depende exclusivamente del horario de presencia física en el hospital, sino, 
también de la estructura de comunicación, el centro de recepción de avisos, el 
sistema de atención 24 horas, los procedimientos de escalado de incidencias, 
el soporte técnico y la capacidad de desplazamiento o intervención cuando sea 
necesario. SIEMENS toma un dato aislado, lo extrae de su contexto y lo 
convierte de forma particular en un incumplimiento del PPT. Esa operación 
interpretativa del informe técnico no es admisible. 

 
»Además, la franja 07:00-16:00 no es incompatible con la 

prestación 08:00-17:30. La presencia física comienza incluso antes del inicio 
del horario mínimo de cobertura ordinaria. Que la presencia física en el hospital 
finalice a las 16:00 no significa que el servicio finalice a las 16:00. El servicio 
puede seguir cubierto mediante otros recursos, centro de avisos, soporte 
técnico y procedimientos de respuesta. El PPT no exige que el mismo ingeniero 
esté físicamente en el hospital hasta las 17:30, sino que exista cobertura del 
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servicio hasta esa hora y centro de llamadas 24 horas como queda bien definido 
en el informe técnico”. 

 
6º.- Por último, la pretensión de anulación de la adjudicación se 

fundamenta en el recurso en la existencia de errores en la valoración de la 
oferta de la recurrente de los criterios de juicio de valor, evaluación que incurre 
en arbitrariedad e infringe el principio de igualdad entre licitadores. Ahora bien, 
el recurso no discute la puntuación asignada a la adjudicataria. 

 
De acuerdo con el apartado 16.1.1 del cuadro de características del 

contrato incluido en el PCAP, los criterios de juicio de valor son los siguientes: 
 

 
 
La recurrente pone en cuestión la valoración asignada a su oferta en 

ocho de los once aspectos valorables, en particular, en los subcriterios 1.1 a 
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1.3, 2.1, 3.1 y 3.2, 4.1 y 4.2, en los que discrepa del juicio técnico del informe 
de valoración de 11 de mayo de 2026. 

 
Ahora bien, este Tribunal, en el limitado margen de control de la 

valoración técnica al que se hizo referencia anteriormente, no aprecia en tal 
evaluación la aplicación de criterios arbitrarios o discriminatorios ni constata 
errores materiales o una ausencia de motivación que permita acoger la 
pretensión articulada. Tampoco se entiende procedente la sustitución del juicio 
técnico por la autoevaluación del licitador interesado, que además no aparece 
avalada por informe pericial alguno. 

 
Del mismo parecer participa el informe al recurso del órgano de 

contratación, que pone de manifiesto además que “El cumplimiento de los 
mínimos del PPT no determina la obtención de la máxima puntuación. Los 
mínimos permiten admitir y valorar la oferta; los criterios de adjudicación 
permiten valorar cualitativamente las propuestas. SIEMENS pretende confundir 
ambos aspectos: parte de que, al ser fabricante y al haber presentado una 
oferta técnicamente válida, debería recibir una puntuación superior o incluso 
máxima en buena parte de los subcriterios. Pero los pliegos no valoraban la 
condición abstracta de fabricante, sino el contenido concreto de la memoria 
técnica presentada. La condición de fabricante puede ser relevante cuando se 
traduce en una oferta más completa, mejor desarrollada y más adaptada al 
servicio objeto del contrato, pero no parte como una presunción automática 
de máxima calidad técnica”. 

 
Tras un examen particularizado de cada una de las alegaciones que se 

efectúan sobre la valoración de los subcriterios impugnada, este informe al 
recurso, a modo de conclusión, entiende que “Procede confirmar la valoración 
técnica, por ser adecuada, objetiva e imparcial y en consecuencia la impugnación 
de la valoración técnica, debe ser íntegramente rechazada en base a:  

 
»El informe técnico es suficientemente motivado, valora ambas 

ofertas de forma individualizada, aplica los subcriterios previstos en el PCAP y 
explica la puntuación otorgada. SIEMENS no acredita error patente ni 
arbitrariedad; únicamente discrepa de la apreciación técnica realizada.  

 
»La valoración resulta coherente con los contenidos de las 

ofertas descritos en el propio informe. SIEMENS fue peor valorada en aquellos 
apartados en los que su propuesta se consideró más escueta, general, confusa 
o menos definida. PROSER fue mejor valorada en aquellos extremos en los 
que presentó cronogramas pormenorizados, flujogramas, tipologías de órdenes 
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de trabajo, protocolos desarrollados, actuaciones sobre instalaciones asociadas, 
procedimientos de comunicación detallados, gestión documental completa y 
estructura predictiva con umbrales, tendencias e informes periódicos.  

 
»SIEMENS fue mejor valorada, de forma muy significativa, en 

actualizaciones de hardware y software. Esta distribución de puntuaciones 
demuestra objetividad y aplicación razonada de los criterios.  

 
»En consecuencia, no procede revisar ni modificar la puntuación 

de SIEMENS ni alterar la adjudicación. La oferta de PROSER obtuvo legítimamente 
37 puntos en criterios dependientes de juicio de valor frente a los 31 puntos 
de SIEMENS, y esa diferencia, unida a la puntuación obtenida en los criterios 
evaluables mediante fórmulas, determina la corrección de la resolución de 
adjudicación.  

 
»La valoración técnica se ha realizado sobre el contenido de las 

ofertas presentadas por lo que la condición de fabricante no puede ser 
justificación de mejora de puntuación siempre que esto no haya sido evaluable 
en los criterios definidos en el pliego”. 

 
En consideración a lo expuesto, no procede acoger la pretensión de 

anulación de la adjudicación. 
 
7º.- Finalmente, como pretensión subsidiaria para el caso de que no se 

anule la resolución impugnada por los motivos ya analizados, la recurrente 
interesa el acceso al expediente a fin de completar el recurso, pues indica que 
solo se pusieron a su disposición la portada y el índice de la oferta de la 
adjudicataria, de manera que no le ha sido posible comprobar si Proser 
Sistemas Médicos, S.L. cumple todos los requisitos establecidos en el PPT ni si 
se ha aportado toda la documentación exigida en los pliegos. 
 

La solicitud se ampara en el artículo 52.3 de la LCSP, que prevé que el 
órgano competente para resolver el recurso especial debe conceder al 
recurrente el acceso al expediente de contratación cuando el órgano de 
contratación incumpla la obligación de poner de manifiesto al interesado el 
expediente, de forma previa a la interposición del recurso especial en los 
términos del apartado 1 del mismo artículo 52. 

 
En el caso planteado, según informa el órgano de contratación, ambas 

licitadora, adjudicataria y recurrente, efectúan una declaración de 
confidencialidad amplia, lo que pone de manifiesto que consideran que los 
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datos de su oferta técnica no deben ser conocidos por sus competidores, a los 
efectos de preservar sus métodos de producción o prestación de los servicios 
y otros elementos que les pueden otorgar ventajas competitivas en el mercado.  

 
Junto a ello, el órgano de contratación actuó con diligencia requiriendo 

a Proser Sistemas Médicos, S.L. una justificación adicional acerca de la 
confidencialidad declarada, por ser demasiado general la presentada junto con 
la oferta, y el 2 de junio de 2026 dio vista del expediente con las limitaciones 
consecuentes a Siemens Healthcare, S.L.U. que, en el recurso presentado el 
16 de junio, no ha impugnado ningún aspecto concreto de la declaración de 
confidencialidad que la adjudicataria particularizó mediante escrito de 25 de 
mayo de 2026 (doc. 36), pues el recurso se limita a señalar genéricamente 
que “En el presente caso, entre los documentos a los que no se ha permitido 
acceder a mi representada y que eran necesarios para recurrir esa adjudicación 
se encuentran algunos muy relevantes para analizar la corrección y adecuación 
a Derecho de la decisión de adjudicación del contrato a la empresa PROSER, 
así como la viabilidad y argumentos de un potencial recurso. Resulta evidente 
que el hecho de que se haya denegado el acceso a documentos señalados ha 
vulnerado el derecho de defensa de mi representada, al no permitírsele 
conocer la información necesaria para recurrir fundadamente la Resolución de 
adjudicación del contrato”. 
 

En este sentido, en el informe al recurso de 22 de junio de 2026, sobre 
el acceso concedido, se indica que “el órgano de contratación facilitó a la 
recurrente el día 2 de junio de 2026, el acceso al expediente de contratación 
en los términos previstos en el artículo 52.1 de la LCSP, con la única excepción 
de aquellos extremos de la oferta de la adjudicataria que habían sido 
expresamente declarados confidenciales, conforme a lo dispuesto en el artículo 
133 de la misma norma.  

 
»A tal efecto, y con el fin de evitar una declaración de 

confidencialidad genérica o indiscriminada, el órgano de contratación requirió 
previamente a PROSER para que concretara y justificara el alcance de dicha 
confidencialidad. Como resultado de dicho requerimiento, la adjudicataria 
procedió a delimitar y motivar los extremos que consideraba confidenciales.  

 
»Una vez examinada la contestación formulada por PROSER, el 

órgano de contratación procedió a analizar y valorar el alcance de la 
confidencialidad invocada, verificando que la misma se encontraba justificada 
y delimitada, al referirse a aspectos concretos de la memoria técnica relativos, 
fundamentalmente, a metodologías de prestación del servicio, protocolos de 
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actuación, sistemas organizativos internos, así como información relativa a 
recursos humanos que incorpora datos personales y elementos estratégicos 
de la estructura empresarial, cuya divulgación podría suponer un perjuicio para 
sus legítimos intereses desde el punto de vista competitivo, tal como asimismo 
ocurría con la documentación del otro licitador SIEMENS.  

 
»A tal efecto, se llevó a cabo una ponderación de los extremos 

declarados confidenciales mediante su contraste con la oferta presentada por 
SIEMENS, constatándose que la propia recurrente también había calificado 
como confidenciales determinados contenidos sustancialmente coincidentes 
de su oferta, en concreto los relativos al mantenimiento preventivo, protocolos 
asociados, mantenimiento correctivo, mantenimiento predictivo, actualizaciones 
de hardware y software, memoria técnica y plan de formación.  

 
»Asimismo, SIEMENS justificó dicha confidencialidad sobre la base 

de la existencia de intereses legítimos susceptibles de protección, el eventual 
perjuicio derivado de su divulgación a terceros, el carácter sensible de dicha 
información desde el punto de vista competitivo y la necesidad de salvaguardar 
datos conforme a la normativa vigente en materia de protección de datos 
personales. 

 
»En consecuencia, resulta coherente y conforme a Derecho que 

el órgano de contratación haya otorgado un tratamiento análogo a la 
confidencialidad invocada por PROSER, garantizando en todo caso una 
aplicación homogénea y no discriminatoria de este régimen, en cumplimiento 
de lo dispuesto en el artículo 133 de la LCSP, así como el adecuado equilibrio 
entre el derecho de acceso al expediente y la protección de la información 
confidencial”.  

 
Este mismo informe da cuenta igualmente de la intención de conceder 

un nuevo acceso a la recurrente tras la interposición del recurso. Indica que, 
“No obstante, y sin perjuicio de lo anterior, y en aras de reforzar las garantías 
del derecho de defensa invocado por el recurrente, este órgano de 
contratación, a la vista de las alegaciones formuladas, procederá a facilitar un 
nuevo acceso al expediente con fecha 1 de julio de 2026 a las 11:30, en el 
que se permitirá la consulta de la documentación relativa a la acreditación de 
la solvencia exigida en el PCAP, en los términos legalmente procedentes, 
manteniendo en todo caso las debidas cautelas respecto de aquella información 
que deba continuar protegida por su carácter confidencial”. 
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Como se indicó en el antecedente quinto de esta resolución, tras el 
acceso concedido el 1 de julio, el 9 de julio la recurrente presenta alegaciones 
complementarias en las que vuelve a reiterar sus pretensiones principal y la 
subsidiaria de acceso, en los mismos términos generales que emplea en el 
recurso. 

 
Conviene recordar el carácter meramente instrumental del derecho de 

acceso al expediente “vinculado a la debida motivación de la resolución de 
adjudicación como presupuesto del derecho de defensa del licitador descartado, 
por lo que no es imprescindible dar vista del expediente al recurrente más que 
en aquellos aspectos respecto de los cuales quede justificada la necesidad de 
su conocimiento para fundar el recurso” (Resolución 741/2018, de 31 de julio, 
Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales) y que la adecuada 
ponderación entre el derecho a la defensa y el respeto a la confidencialidad de 
determinados extremos obrantes en el expediente, “exige un esfuerzo analítico 
de las razones por las que se considera pertinente la aportación de documentos 
de conocimiento limitado, coherente con el principio, de raigambre anglosajona, 
a tenor del cual el acceso debe ampararse en la llamada `need to know´, 
necesidad que debe justificarse, en este caso concreto, por referencia a cada 
uno de los documentos solicitados, lo cual no se ha hecho en el caso” 
(Resolución 1476/2019, de 19 de diciembre, del Tribunal Administrativo 
Central de Recursos Contractuales).  

 
Ahora bien, en el caso examinado, la petición de acceso de Siemens 

Healthcare, S.L.U. aparece vinculada a un examen genérico del cumplimiento 
de todos los requisitos y documentación exigida en los pliegos. El órgano de 
contratación ha facilitado acceso sobre la documentación relativa a la solvencia 
y, por otra parte, como se expuso en el fundamento anterior, el informe 
técnico de valoración, que se puso de manifiesto a la recurrente, afirma el 
cumplimiento de los requisitos del PPT y ofrece el detalle suficiente para 
conocer los rasgos básicos de las ofertas y para posibilitar la comparación de 
los servicios ofertados por ambas licitadoras. La motivación ofrecida en el 
informe de valoración, ha permitido a la recurrente, sin acceder a información 
confidencial, discrepar de la valoración efectuada con argumentaciones de 
fondo, cuyo detalle evidencia un conocimiento de las ofertas suficiente para 
articular la defensa de sus intereses en la licitación. 

 
De acuerdo con lo expuesto, no se ha considerado procedente acceder 

a la pretensión subsidiaria de conceder una nueva vista en la sede de este 
Tribunal al amparo del artículo 52 de la LCSP. 
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En su virtud, al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 
y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León 

 
 

III 
RESUELVE 

 
Primero.- Desestimar el recurso especial en materia de contratación 

interpuesto por Siemens Healthcare, S.L.U. contra la adjudicación del contrato 
de servicio de mantenimiento integral, a todo riesgo, de los equipos de alta 
tecnología de la marca Siemens, instalados en el Complejo Asistencial 
Universitario de León (expediente 3301-331-1-2026-16623). 

 
Segundo.- Levantar la suspensión del procedimiento de adjudicación 

de acuerdo con el artículo 57.3 de la LCSP. 
 
Tercero.- Notificar esta resolución a todos los interesados en el 

procedimiento. 
 
De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 46.1 de la Ley 29/1998, 

de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-administrativa (LJCA), contra esta 
resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la interposición de 
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, a contar desde el 
día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 10.1.k de la LJCA). 
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